






    

 

Constituye el objeto del recurso contencioso la 

resolución administrativa identificada en el Antecedente de 

Hecho Primero de la presente sentencia: la desestimación por 

el Ayuntamiento de la reclamación de responsabilidad 

patrimonial instada por la actora. 

 

La demandante sostiene que el <<1-9-23 caminaba apoyada 

en su andador, debido a las dolencias que padece, por la calle 

Avda. Alfonso X El Sabio, al llegar al punto que se cruza con 

la calle Postas de esta ciudad, se produjo el siniestro que 

trae causa al presente procedimiento (…). Con motivo del 

embellecimiento de la ciudad, el servicio de obras dependiente 

y dirigido por el Departamento de Obras del Excelentísimo 

Ayuntamiento de esta ciudad, se plantaron una serie de árboles 

a lo largo de la Calle Alfonso X el Sabio y, concretamente se 

plantó un alcornoque en el punto de unión con la calle Postas. 

(…) sin que rellenaran el hueco formado con el hundimiento 

necesario para su plantación (…), sin poner señalización 

alguna alrededor del alcornoque plantado de que hubiera un 

hundimiento en el terreno creando un gran vacío en la 

superficie, lo que vulgarmente se denomina “socavón” y ese fue 

el motivo del siniestro>>. La indemnización que reclama 

asciende a ochocientos (800) euros, más los intereses legales 

y, en caso de la aseguradora, los marcados en el art. 20 LCS. 

 

La compañía aseguradora demandada insta la desestimación 

del recurso contencioso. Se oponen a la existencia de nexo 

causal: considera que nos hallamos ante una irregularidad 

exigua y que la recurrente debió extremar la diligencia a la 

hora de caminar (máxime cuando la zona es de amplia 

visibilidad y la supuesta caída tuvo lugar a plena luz del 

día). Es importante subrayar que, tal y como puede verse en 

soporte videográfico obrante en autos, no ha habido oposición 



    

 

expresa a la valoración económica de los daños al tiempo de 

contestar oralmente la demanda.   

 

 

 

SEGUNDO.- Legislación y jurisprudencia aplicable. 

 

El art. 106.2 CE establece que los particulares, en los 

términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 

indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus 

bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre 

que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los 

servicios públicos. 

 

Por su parte, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, en su artículo 32, reconoce 

expresamente el derecho de los particulares a ser indemnizados 

por la Administración Pública correspondiente por toda lesión 

sufrida en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 

casos de fuerza mayor o daños que el particular tenga el deber 

de soportar, siempre que la lesión fuera consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 

 

El principio de responsabilidad patrimonial, pilar del 

Derecho Administrativo y manifestación del principio general 

de que cada uno debe responder de sus propios actos, comporta 

la reparación e indemnización integral de los daños y 

perjuicios producidos. Para ello se requiere, como 

constantemente ha señalado el  Tribunal Supremo -por todas, 

sentencias de 26 de mayo de 1984,  3 de octubre de 2000,  18 

de julio de 2002,  14 de octubre  y  9 de noviembre de 2004,  

4 de febrero  y  9 de mayo de 2005  y  21 de noviembre de 

2007-, desde luego, la existencia del daño, económicamente 



    

 

evaluable e individualizado; pero también el nexo causal, esto 

es, que ese daño fuera consecuencia del funcionamiento normal 

o anormal de los servicios públicos, que el particular no 

tenga el deber jurídico de soportar el daño y que no 

concurriera fuerza mayor. 

 

En consecuencia, puede concluirse que la responsabilidad 

patrimonial de las Administraciones Públicas en nuestro 

sistema queda configurada mediante la acreditación de los 

siguientes requisitos: 

 

a) La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable 

económicamente e individualizado en relación a una persona o 

grupo de personas. 

 

b) Que el daño o lesión patrimonial sufrido por el 

reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o 

anormal de los servicios públicos, en una relación directa, 

inmediata exclusiva de causa a efecto. 

 

c) Ausencia de fuerza mayor. 

 

Uno de los requisitos fundamentales de la responsabilidad 

patrimonial de la Administración es, por tanto, la 

acreditación de la relación de causalidad entre el hecho 

imputable a la Administración y la lesión, daño o perjuicio 

producido. Debe añadirse que esta clase de responsabilidad ha 

sido reconocida por la jurisprudencia como de carácter 

objetiva, de manera que basta demostrar la efectividad del 

daño y el nexo de causalidad con la actividad de la 

Administración, con independencia de todo juicio de 

intencionalidad. 

 



    

 

Evidentemente, todos y cada uno de los requisitos 

anteriores deben ser acreditados por el recurrente conforme el 

artículo 217 de la LEC. Corresponde a la parte demandante que 

reclama la responsabilidad patrimonial de la Administración 

acreditar la realidad de los hechos en que se fundamenta dicha 

pretensión y, en particular, que las consecuencias dañosas 

derivan del funcionamiento normal o anormal de los servicios 

públicos. Es decir, le corresponde probar el nexo causal o 

relación causa-efecto entre el resultado dañoso y el 

funcionamiento del servicio público. Para el caso que nos 

ocupa, supone que le incumbe probar la entidad suficiente de 

los desperfectos en las baldosas/adoquines de la plaza como 

causa de los daños por los que reclama. 

 

Con carácter previo a resolver la controversia, debe 

recordarse que el art. 25.2 b) y d) de la Ley 7/1985, de 2 de 

abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación 

con el art. 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, imponen la 

obligación de conservación de las vías y calles del casco 

urbano, a la Administración Municipal. 

 

Así, dispone el citado artículo 25.2 LBRL: 

 

<<El Municipio ejercerá en todo caso como competencias 

propias, en los términos de la legislación del Estado y de las 

Comunidades Autónomas, en las siguientes materias: 

 

b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y 

jardines públicos, gestión de los residuos sólidos urbanos y 

protección contra la contaminación acústica, lumínica y 

atmosférica en las zonas urbanas. 

 







    

 

administrativo conforme a lo dispuesto en el artículo 70.2 de 

la LRJCA, por ser disconforme a Derecho la resolución 

administrativa recurrida. 

 

CUARTO.- Sobre la valoración económica del daño. 

 

Adviértase que el importe de la indemnización no ha sido 

objeto de discusión por la parte demandada. Ha sido en fase de 

conclusiones, de forma extemporánea, cuando la defensa de la 

aseguradora ha pretendido poner en tela de juicio la cuantía 

reclamada por la actora. 

 

Aun cuando llegáramos a entrar ahora en ese debate 

(estéril por extemporáneo), lo cierto es que Mapfre no aporta 

una cuantificación alternativa, y la que se reclama en 

demanda, si bien no se explicitan allí los cálculos para 

obtenerla, puede llegar a colegirse, al menos 

aproximativamente, de la documentación médica obrante en 

autos. 

 

QUINTO.- Sobre los intereses. 

 

Tampoco han sido objeto de discusión. 

 

 

SEXTO.- Recursos. 

  

Al tratarse aquí de un asunto de cuantía inferior a los 

30.000 euros, nos encontramos con un proceso que no es 

susceptible de recurso ordinario alguno ex art. 81.1 a) LRJCA. 

 



    

 

 

 SÉPTIMO.- Costas. 

 

  El art. 139.1 LRJCA reza lo siguiente: 

 

<<En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, 

al dictar sentencia o al resolver por auto los recursos o 

incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las 

costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus 

pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el caso 

presentaba serias dudas de hecho o de derecho. 

 

En los supuestos de estimación o desestimación parcial de 

las pretensiones, cada parte abonará las costas causadas a su 

instancia y las comunes por mitad, salvo que el órgano 

jurisdiccional, razonándolo debidamente, las imponga a una de 

ellas por haber sostenido su acción o interpuesto el recurso 

con mala fe o temeridad>>. 

 

Habiéndose estimado las pretensiones de la parte actora, 

procede imponer las costas a la parte demandada, que comprende 

tanto al Ayuntamiento como a la compañía aseguradora. 

 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y 

pertinente aplicación, 

 

 

 

FALLO 

 

 

Que debo estimar y estimo el recurso contencioso-

administrativo interpuesto por la representación procesal de 




